
Apuntes sobre la orden de pago por transferencia electrónica 
Error de identificación que no se corresponde con el beneficiario 

En el presente recurso de casación se analiza el procedimiento de una mercantil 
ejercitando una acción de responsabilidad extracontractual, contra una entidad 
Bancaria al amparo de los arts. 1902, y 1104, 106 y 1107 del CC. Alega que, 
habiéndose puesto en conocimiento de la demandada la existencia del error padecido 
por el departamento administrativo de la propia actora, al incorporar a la orden de 
transferencia un número de cuenta equivocado, que correspondía a la cuenta de un 
tercero, la demandada no actuó con la diligencia debida para retrotraer la 
transferencia, lo que provocó que la titular de la cuenta dispusiera de todo el dinero, 
sin que haya podido ser recuperado. Falta de diligencia que se concreta en la tardanza 
en actuar y en la falta de control de la cuenta de autos, cuyas circunstancias (estaba 
inoperativa, había sido objeto de varios embargos y la sociedad titular había sido 
declarada en situación de insolvencia provisional) evidenciarían la anomalía del 
ingreso. Sostiene que no es de aplicación la limitación de responsabilidad prevista en 
el art. 44 de la Ley 16/2009, de 13 de noviembre, de servicios de pago. 

La Sala del Tribunal Supremo desestima el recurso de casación y razona que en 
relación a la Ley 16/2009, de 13 de noviembre, de servicios de pago, incorporó al 
ordenamiento español la Directiva 2007/64/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 13 de noviembre de 2007, sobre servicios de pago en el mercado interior, cuyo 
objetivo esencial era garantizar que los pagos realizados en el ámbito de la Unión 
Europea -en concreto, las transferencias, los adeudos directos y las operaciones de 
pago directo efectuadas mediante tarjeta- pudieran efectuarse con la misma facilidad, 
eficiencia y seguridad que los pagos nacionales internos de los Estados miembros, al 
tiempo que contribuir al reforzamiento y protección de los derechos de los usuarios de 
los servicios de pago y facilitar la aplicación operativa de los instrumentos de la zona 
única de pagos en euros, lo que se ha denominado SEPA («Single Euro Payments 
Área»).  

Con relación a la responsabilidad del proveedor de servicios de pago, el considerando 
48 de la Directiva señala: «El proveedor de servicios de pago debe tener la posibilidad 
de especificar sin ambigüedad la información requerida para ejecutar una orden de 
pago correctamente. Ahora bien, por otra parte, a fin de evitar la fragmentación y el 
riesgo de que se vea comprometido el establecimiento de sistemas integrados de pago 
en la [Unión], no debe autorizarse a los Estados miembros a exigir que se emplee un 
determinado identificador para las operaciones de pago. Sin embargo, esto no debe 
impedir a los Estados miembros exigir al proveedor de servicios de pago del ordenante 
actuar con la debida diligencia y comprobar, cuando sea técnicamente posible y sin 
que ello requiera intervención manual, la coherencia del identificador único y que, 
cuando resulte que el identificador único es incoherente, rechace la orden de pago e 
informe de ello al ordenante. La responsabilidad del proveedor de servicios de pago 
debe limitarse a la ejecución correcta de la operación de pago conforme a la orden del 
usuario de servicios de pago. »3. Si el usuario de servicios de pago facilita información 
adicional a la requerida en el artículo 37, apartado 1, letra a), o en el artículo 42, 
apartado 2, letra b), el proveedor de servicios de pago únicamente será responsable 
de la ejecución de operaciones de pago conformes con el identificador único facilitado 
por el usuario de servicios de pago». De esta forma el art. 75 del mismo texto legal, 
bajo el título «No ejecución o ejecución defectuosa», dispone en su apartado 1 que la 
responsabilidad del proveedor de los servicios de pago del ordenante por no ejecución 
o ejecución defectuosa, en el caso de las órdenes de pago iniciadas por el ordenante,



establecidas en ellos se entienden «sin perjuicio de lo dispuesto [...] en el artículo 74, 
apartados 2 y 3». En estas condiciones, si tenemos en cuenta que, primero, de la 
literalidad de los preceptos que abordan la responsabilidad del proveedor de los 
servicios de pago, tanto a nivel comunitario como nacional, se desprende que cumple 
su obligación ejecutando la operación de pago de acuerdo con el identificador único, 
sin que la adición de información adicional implique una mayor diligencia exigible, y, 
segundo, a ello se une que las nuevas normas que regulan esta cuestión, dictadas 
casi una década después y cuando ya habían surgido discrepancias por la 
interpretación y alcance de la responsabilidad cuando el usuario había incurrido en 
error al indicar el IBAN, pero había identificado a un beneficiario que no se 
correspondía con el titular de la cuenta enunciada, refrendan la misma solución, no 
cabe sino compartir la interpretación realizada en las sentencias de primera instancia y 
de apelación, en consonancia con la doctrina del Tribunal de Justicia, a saber, el 
suministro de información adicional al identificador único por parte del usuario no 
entraña nuevas obligaciones ni el deber de realizar otras comprobaciones para el 
proveedor de los servicios de pago.   

Por esta razón, señala la Sala, reafirmando la ausencia de responsabilidad del banco 
en el incidente, la interpretación no exime de responsabilidad al proveedor de los 
servicios de pago cuando se constate la concurrencia de circunstancias, ajenas al 
suministro de datos adicionales, que pudieren haber influido en la ejecución 
defectuosa de la operación, sea porque se hubiere estipulado expresamente entre el 
usuario y el proveedor algún requisito o exigencia añadida (v.gr. la identificación del 
beneficiario), sea porque el proveedor de servicios de pago del ordenante o del 
beneficiario hubieren aprovechado el error en beneficio propio, sea porque, 
comunicada sin demora la existencia del error, uno u otro no hubieran adoptado las 
medidas que imponía la diligencia de un comerciante experto para permitir la 
retroacción o, en su caso, minimizar el daño. 

 
           Salvo mejor opinión 


